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Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno JHON JAIRO LONDOÑO ÁNDICA, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira por medio del cual le redosificó la pena al aplicar por favorabilidad la rebaja de pena contemplada en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004.
1.- PROVIDENCIA 

En el proceso de redosificación punitiva por el acogimiento a la sentencia anticipada, el señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena, comenzó anotando que el proceso fue decidido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), despacho que mediante sentencia del once (11) de junio de 2002 lo encontró autor responsable de los delitos de Homicidio, Lesiones Personales y Porte Ilegal de armas, pero al imponer la sanción, le reconoció al señor LONDOÑO ÁNDICA una rebaja de una tercera  (1/3) parte de la pena, con lo cual la sanción definitiva fue del orden de 115 meses y 10 días de prisión.
Tuvo en cuenta en seguida, lo dispuesto en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 y lo concluido en la sentencia T-091 del 10 de febrero de 2006, donde se había definido que en aplicación del principio constitucional que consagraba la favorabilidad en materia penal, debían concederse los descuentos punitivos por aceptación de imputación, contemplados en la nueva codificación procedimental penal, a aquellas situaciones en las cuales el procesado hubiera acudido a la aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada.
Así las cosas, tal y como lo señalaba la decisión aludida, se remontó a los factores sobre los cuales el fallador calculó la pena a imponer, para lo cual se había ubicado en el cuarto mínimo, luego de lo cual se analizaron entre otros la gravedad de la conducta y se tuvieron en cuenta las circunstancias de menor punibilidad previstas en el artículo 55 numeral 1º del Código Penal, de tal manera que en ese momento, se otorgó la rebaja consagrada en la norma, es decir, un descuento de la tercera parte de la pena.
Para la redosificación pertinente, partió de la sanción impuesta por el Juzgado del Conocimiento, 173 meses de prisión y multa por $716.000, sobre las cuales hizo una rebaja del 34% (58 meses y 25 días) que arrojó como resultado una pena de 114 meses y 5 días de prisión. En lo que hacía con la multa, hecho idéntico cálculo, la dejó en $708.840.

Además, recordó que con anterioridad ese Juzgado se había pronunciado de manera negativa sobre la pretensión del recluso de obtener la rebaja de pena considerada en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005. Por tanto, al no presentarse prueba alguna o situación diversa, no era posible realizar ninguna modificación al respecto.

2.- RECURSO 

En el escrito presentado por el interno, señala que no se siente conforme con el hecho de habérsele reconocido por redosificación un (1) mes y una (1) semana, cuando el artículo 351 del Código de Procedimiento Penal anuncia una rebaja del 50% de la pena a quienes se acogieron a la figura de la sentencia anticipada. Frente a tal situación, pregona que los Jueces no pueden hacer caso omiso de las razones jurídicas que se presentan con los cambios de legislación, donde el principio de favorabilidad debe y tiene que ser aplicable en todo momento y por encima de cualquier ley o norma.
Sobre la negación del descuento contenido en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, insiste en que cumple con los requisitos, pero en lo que concerniente con la reparación a las víctimas, manifiesta que se encontraba en imposibilidad de hacerlo, para lo cual trae a colación lo expresado por la Corte en cuanto si el procesado demuestra su insolvencia económica no puede negársele el beneficio, por tratarse de algo ajeno a su voluntad.
3- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado, para lo cual se dirá ab initio que en múltiples y reiteradas decisiones recientes, este Juez Colegiado ha adoptado el criterio según el cual, en virtud de las decisiones en ese sentido adoptadas por la Corte Constitucional
, sí es posible en aplicación del principio de favorabilidad reconocer un descuento punitivo mayor al que se concedió en vigencia de la Ley 600 de 2000, a quienes se acogieron a la sentencia anticipada, dado que el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 trae una rebaja de pena mayor para quienes acepten los cargos que se les imputa por parte de la Fiscalía (figura análoga y benéfica). 
En tales eventos, se ha acogido la posición de nuestro máxime intérprete constitucional, excepto en la forma como se debe proceder a realizar la readecuación punitiva, en vista de que la solución prevista por la Corte, implica volver sobre los análisis hechos al momento de individualizar la pena. En este particular acápite la Sala estima que la rebaja punitiva por acogimiento a la sentencia anticipada, como fenómeno postdelictual que es, debe realizarse una vez superado el proceso de dosificación punitiva y fijada la pena a aplicar, luego de lo cual, se hará la deducción pertinente, siempre teniendo en mente lo expresado por la misma Corte Constitucional cuando dijo: “Cuanto más distante se encuentre el proceso del juicio, el allanamiento genera un mayor reconocimiento punitivo”, dado que uno de los principales presupuestos del otorgamiento de la disminución punitiva reside en el mayor o menor desgaste del aparato judicial que se derive de la conducta asumida por el procesado. Vale la pena traer a colación lo que sobre este específico punto se mencionó en decisión del 10-05-2006, Rad. 660016000035-2006-00497-01, con ponencia de quien ahora ejerce igual función, proferida en proceso adelantado dentro del sistema basado en el principio acusatorio, momento en el cual se hizo la siguiente acotación:
Como se observa, lo dicho por el Tribunal en aquella ocasión, coincidencialmente casa perfectamente en su punto de partida con lo que recientemente concluyó la Corte Constitucional en la sentencia T-091/06  M.P. Jaime Córdoba Triviño, cuando expone que ese primer descuento no debe ir entre un día a la mitad, sino entre una tercera parte y la mitad, en una interpretación progresiva de la aludida figura. 

Sostenemos por tanto, salvo mejor criterio claro está, que dentro de ese preciso rango de movilidad, no deberían tener incidencia ninguno de los factores de dosificación aplicables en el instante de cuantificar la pena principal dentro de los cuartos punitivos, so pena de transgredir los principios de legalidad, de objetividad y de no doble ponderación que en este campo deben respetarse.

Para tranquilidad, observamos que una muy reciente decisión de la Sala de Casación Penal, coincide con el entendimiento adoptado por este Tribunal, en ese punto específico según el cual los criterios del artículo 61 del Código Penal no se aplican para estimar la graduación de ese “hasta la mitad”, pues a juicio de la alta Corporación, ellos se agotan en el instante de individualizar la pena que como se sabe es una operación que debe hacer el Juez antes de proceder a analizar los llamados descuentos extrapenales. Para el caso del citado descuento, juegan otros criterios diferentes. Textualmente sostiene la Corte:

…el juez debe tasarla conforme al tradicional sistema de cuartos y de la ya individualizada hacer la rebaja correspondiente, atendiendo factores tales como -a título ejemplificativo- la eficaz colaboración para lograr los fines de justicia; la significativa economía en la actividad estatal de investigación; el que la ayuda que se genere con la aceptación de los cargos muestre proporción con la dificultad probatoria; el que -cuando sea del caso- se facilite descubrir otros partícipes u otros delitos conexos; el que no se dificulte investigar otras conductas o partícipes, etc, sin influir en este momento los referentes tenidos en cuenta para individualizar la sanción, pues ya agotaron su función.

En ese orden de ideas, si ya se estableció por vía jurisprudencial constitucional la viabilidad de la aplicación de los descuentos punitivos consagrados en la Ley 906 de 2004, estima este Juez Colegiado que debe considerarse para determinar su monto, el momento procesal en que la aceptación de los cargos tuvo ocurrencia, en el entendido que allí se hablaba de una cantidad fija –una tercera parte- cuando ello ocurría desde la indagatoria inclusive hasta antes de la ejecutoria de la resolución que disponía el cierre de la investigación y, de otra, cuando tal manifestación ocurría a partir de ese momento -una octava parte-. En otras palabras, el descuento debe ser mayor, por ejemplo, cuando la aceptación ocurre durante la indagatoria y menor cuando se verifica después de ésta o en la medida en que se acerque al proferimiento de la providencia que declara cerrada la investigación, sin dejar de considerar la efectiva colaboración con la justicia a la que se hizo referencia en la cita antes transcrita, como factor que también incide de gran manera en el descuento a otorgar.

4.2. El Caso Concreto. 

De entrada debe decir la Sala que mirada con detenimiento la redosificación punitiva realizada por el señor Juez de primer grado en el presente evento, ella aparece como inconveniente y casi insignificante, en especial, ante el hecho de no haberse explicado la razón por la cual sólo se otorgó un descuento inferior al uno (1%) por ciento.

Con miras a determinar cuál es el descuento punitivo que ahora se otorga, es imperativo mencionar que un análisis de la situación del señor LONDOÑO ÁNDICA revela que la indagatoria fue rendida el veintiuno (21) de abril de 2004, diligencia durante la cual aceptó su participación en los hechos relacionados con la herida ocasionada a JEFFERSON RENDÓN y del porte del arma –pacha-, pero no del homicidio de JAIRO ALBERTO ZAPATA RESTREPO. Su situación jurídica fue resuelta mediante resolución del mismo día y, posteriormente, el día veinte (20) de mayo siguiente, se realizó la correspondiente diligencia de aceptación de los cargos con fines de sentencia anticipada, dentro los cuales por supuesto, estaba incluido el homicidio.

A simple vista se aprecia que la actitud procesal del sentenciado de acogimiento al fallo antelado se concretizó en los albores del proceso y estuvo encaminada a evitar un desgaste innecesario del aparato judicial, sin embargo, la aceptación no se produjo en la primera salida procesal y por el contrario, fue necesario que se resolviera la situación jurídica y se continuara con la práctica de los medios probatorios ordenados por el ente acusador, verificándose la respectiva diligencia de formulación de cargos casi un mes después de adoptarse la medida de aseguramiento. Así las cosas, en aplicación del criterio atrás anunciado, estima consecuente esta Sala conceder un descuento adicional a aquél que se le había reconocido en la sentencia aludida, de tal manera que la rebaja total será de un treinta y ocho (38%) por ciento. Como el señor Juez del conocimiento tasó la pena en 173 meses de prisión y multa por valor de $1.074.000, al aplicarle un descuento del 38% (no se trata del casi 1% concedido en la primera instancia, sino de una cantidad próxima al 5%), que equivale respectivamente a 65.74 meses de prisión y $408.120, se tiene que la sanción total a cumplir será del orden de 107.26 meses, equivalente a 107 meses y 7 días de prisión; en iguales términos, la multa lo será por un valor de $ 665.880. La pena accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas se impondrá por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad. Así se dejará consignado en la parte resolutiva de esta decisión.

Finalmente, en el otro tema tocado en el recurso, debe mencionarse que debido a la declaratoria de inexequibilidad de los artículos 70 y 71 de la Ley 975 de 2005 que ha hecho la Corte Constitucional mediante la sentencia C-370 de 2006, al encontrar vicios de procedimiento en el trámites de estas disposiciones, la rebaja punitiva consagrada en la primera de las disposiciones mencionadas, ha dejado de existir en nuestra legislación, por tanto, no es posible a la hora de ahora, volver sobre el punto, en especial porque mientras estuvo en vigencia, al sentenciado le fue negado tal beneficio, sin que interpusiera los recursos de ley a que tenía derecho, por lo cual no es válido a la hora de ahora reabrir el debate sobre un asunto que en su debido momento fue dilucidado.
5.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, RESUELVE:
Primero: SE CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de apelación, pero SE MODIFICA de la siguiente manera:

Segundo: Se RECONOCE al señor JHON JAIRO LONDOÑO ÁNDICA un descuento punitivo adicional al otorgado al acogerse a sentencia anticipada, de tal manera que la rebaja punitiva será del orden de un treinta y ocho (38%) por ciento, de conformidad con el contenido del artículo 351 de la Ley 906 de 2005, la cual se aplica en virtud de principio de favorabilidad. Por lo tanto, la pena definitiva será de 107.26 meses de prisión, equivalente a 107 meses y 7 días de prisión; en iguales términos, la multa lo será por un valor de $ 665.880; la pena accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso de la pena principal.

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Cfr. Sentencias T-1211 del 24-11- 2005, M.P. Clara Inés Vargas Hernández y T-091 del 10-02-2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


  


� C.S.J., Sala de Casación Penal, Sentencia de Tutela de Primera Instancia de fecha 04 de abril de 2006, M.P. Alfredo Gómez Quintero, Radicación 24.868.








Página 1 de 7

